
 

 

 

DECLARACION ANTE LA REPRESIÓN DESATADA POR EL GOBIERNO ARGENTINO 

SOBRE LAS MANIFESTACIONES DE PROTESTA SOCIAL CONTRA LA “LEY OMNIBUS” 

La Asociación Argentina de Juristas, rama nacional de la Asociación Americana de Juristas, 

organización con Estatuto Consultivo ante el ECOSOC, que tiene entre sus objetivos, la 

promoción de los Derechos Humanos y su efectiva vigencia, y la defensa del Estado 

Democrático y Social de Derecho, manifiesta su más profundo repudio ante los graves hechos 

cometidos por las fuerzas de seguridad, reprimiendo a la ciudadanía que ejercía su legítimo 

derecho a la protesta frente al tratamiento del proyecto de ley denominado “BASES Y PUNTOS 

DE PARTIDA PARA LA LIBERTAD DE LOS ARGENTINOS”. Tales hechos resultan 

manifiestamente antidemocráticos y violatorios de derechos consagrados en nuestra 

Constitución Nacional y en Pactos y Tratados Internaciones de Derechos Humanos.   

Este accionar represivo tiene lugar cuando el cuerpo junto a otros cuerpos, se hacen presentes 

en la escena pública, dotándola de un sentido colectivo, en contra del mandato liberal, patriarcal 

e individualista, gritando, cantando, con el objeto de hacerse visibles como sujetos sociales. 

Esto es lo que se intenta silenciar y reprimir, para que nadie sea visto y ni pueda ver. No es 

casual que en las últimas manifestaciones que se produjeron en Chile, Colombia, EEUU, 

Francia y en varios países, los y las activistas sufrieron lesiones en sus ojos, y en algunos 

casos, perdieron la visión. 

La represión del pasado jueves afectó gravemente a más de 30 trabajadores de prensa, 

activistas sociales y de derechos humanos, y al Abogado Matías Aufieri, integrante del 

CEPRODH y del EMVyJ, quien se encontraba en el lugar realizando un relevamiento de los 

heridos, en su carácter de asesor de las bancas del Frente de Izquierda en el Congreso, siendo 

alcanzado por una bala de goma que le produjo una grave lesión en el ojo. Responsabilizamos 
al Estado argentino por este hecho de extrema gravedad, de conformidad con lo establecido 

tanto en el Sistema Interamericano como en el Sistema internacional de Protección de los 

DDHH.   



Al respecto La Comisión Interamericana de Derechos Humanos en su comunicado sobre la  

“Criminalización de Defensores y Defensoras de Derechos Humanos” ha señalado que “las y 

los defensores ejercen el necesario control ciudadano sobre los funcionarios públicos y las 

instituciones democráticas, lo cual los convierte en una “pieza irremplazable para la 

construcción de una sociedad democrática, sólida y duradera” y por ello cuando se impide a 

una persona la defensa de los derechos humanos, se afecta directamente al resto de la 

sociedad”.  

La labor de abogadas y abogados, se presenta como fundamental, por lo que destacamos que 

es obligación del Estado y de los órganos Colegiados y Gremiales que los/las representan, 

garantizar y exigir el libre ejercicio de la profesión y la preservación de su integridad física.  

La Relatora Especial sobre la independencia de los magistrados y abogados de la ONU dijo: “si 

los sistemas jurídicos no controlan los abusos, ni resuelven los problemas, si las personas no 

pueden acceder a las instituciones jurídicas en igualdad de condiciones y si las comunidades 

se sienten alienadas y privadas de sus derechos, estos sistemas están fallando”.  

Lo sucedido, y el actual contexto político, demuestra que las instituciones jurídicas y 

democráticas argentinas están fallando. Estos hechos sucedieron al frente del Congreso de la 

Nación. 

Resulta fundamental en una democracia garantizar a la ciudadanía el pleno ejercicio de los 

derechos fundamentales reconocidos en la Constitución Nacional. 

Por todo ello, instamos al cese inmediato del accionar represivo de las fuerzas de seguridad, 

ilegalidad que vulnera no sólo el ejercicio de los derechos garantizados en la Constitución 

Nacional convencionalizada, sino también pone en grave riesgo el pacto social democrático.  
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